
 

 

 

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN CIVIL 

 

ASUNTO Apelación Sentencia - Verbal 

DEMANDANTES Carlota Lilia Zuluaga de Sora y otros. 

DEMANDADOS Diana Patricia Sora Cárdenas y otros. 

DECISIÓN Confirma   

PROCESO RDO. 05360-31-03-002-2015-00242-01 

 

Medellín, veintinueve de julio de dos mil veintidós 

 

ANTECEDENTES  

 

1. DEMANDA: Carlota Lilia Zuluaga de Sora, Elcy Amparo Zora Zuluaga, María 

Cened Zora Zuluaga, Esgardo de Jesús Zora, Elkin Alonso Zora Zuluaga y Carlos 

Alberto Zora Zuluaga, por medio de apoderado judicial, demandaron a los 

herederos determinados e indeterminados de Luis Alonso Sora Aristizábal, 

siendo determinados Hildebrando y Diana Patricia Sora Cárdenas, con las 

siguientes pretensiones: 

 

- Se declare simulado en forma absoluta el contrato de 

compraventa contenido en la escritura pública 1.511 de 27 de 

agosto de 2014 de la Notaría Primera de Itagüí. 

- Se deje sin efecto el acto de disposición contenido en la escritura 

en mención, la cual disponía la tradición del bien inmueble 

identificado con el folio de matrícula inmobiliaria 001-130052, por 

tratarse de un acto simulado con el propósito de defraudar 

terceros legitimados en un derecho futuro de herencia y por 

ocultar uno de los bienes del haber social de la sociedad conyugal 

conformada entre Luis Alonso Sora Aristizábal y Carlota Lilia 

Zuluaga de Sora. 

- Se disponga la cancelación de la escritura pública de 

compraventa y el registro de la misma, con el fin de que el 

inmueble regrese al patrimonio de Luis Alonso Sora Aristizábal. 
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Como fundamento de lo pretendido, el apoderado judicial de la parte 

demandante expuso: 

 

a. Mediante escritura pública 1.511 de 27 de agosto de 2014 de la Notaría 

Primera de Itagüí, Luis Alonso Sora Aristizábal transfirió a título de venta, a 

Diana Patricia Sora Cárdenas, el derecho de dominio y la posesión material 

sobre el inmueble identificado con el folio de matrícula inmobiliaria 001-

130052. 

 

b. El valor de la venta se estipuló en la suma de $112’393.292°°, la cual 

corresponde al valor catastral del bien. No obstante, el valor comercial de dicho 

inmueble es superior a $300’000.000°°.  

 

c. La capacidad económica de la adquirente no es tan significativa para la 

adquisición real del bien. Además, el precio pactado nunca fue recibido por el 

vendedor y lo pretendido con ese acto era defraudar a los herederos habidos 

en el matrimonio en una futura distribución de herencia y a la liquidación de 

sociedad conyugal. 

 

d. Luis Alonso Sora Aristizábal y Carlota Lilia Zuluaga de Sora, contrajeron 

matrimonio el 24 de noviembre de 1958 y en esa unión procrearon a Esgardo 

de Jesús, Elcy Amparo, María Cened, Elkin Alonso y Carlos Alberto Zora 

Zuluaga. 

 

e. Luis Alonso Sora Zuluaga falleció el 07 de septiembre de 2014. Al momento 

del deceso, la sociedad conyugal formada por el hecho del matrimonio con 

Carlota Lilia, se encontraba vigente.   

 

f. Mediante escritura pública 489 de 26 de marzo de 2004, Luis Alonso Sora 

Aristizábal afectó a vivienda familiar una casa de habitación que está construida 

en el inmueble en mención, a favor de Guillermina Cárdenas. Dicho acto, 

denota que Luis Alonso Sora Aristizábal, pese a tener matrimonio vigente con 

Carlota Lilia Zuluaga, ocultó su verdadero estado civil y pretendió darle 

reconocimiento a una unión marital que por impedimento legal debe 

desconocerse, con lo cual incurrió en un acto de falsedad al declarar bajo la 

gravedad de juramento que su estado civil era soltero, lo cual constituye un 
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indicio de la mala fe que motivaba al demandado Luis Alonso Sora Aristizábal 

en los actos de disposición sobre el bien objeto de litigio. 

 

g. Guillermina Cárdenas y Luis Alonso Sora Aristizábal sostuvieron una relación 

extramatrimonial en la cual fueron procreados Hildebrando y Diana Patricia 

Sora Cárdenas. 

 

h. En agosto de 2014, Luis Alonso Sora Aristizábal fue diagnosticado con cáncer 

de hígado y por ello procedió apresuradamente a celebrar el acto que ahora se 

impugna por fraudulento. En efecto, el acto simulado data de 27 de agosto de 

2014 y aquel falleció 11 días después. 

 

2. CONTESTACIÓN:  

 

2.1. La codemandada Diana Patricia Sora Cárdenas, notificada en forma 

personal (fol. 38, c.1), por medio de apoderado judicial, se opuso a las 

pretensiones de la demanda y presentó las “excepciones” que denominó: (i) 

“Falta de legitimación en la causa por activa”, (ii) “Temeridad”, (iii) “Mala fe 

del actor”, (iv) “Abuso del derecho”, (v) “Capacidad económica en la 

compradora”, (vi) “Falta de causa para pedir” y (vii) “Inexistencia de la 

obligación”. 

 

2.2. El codemandado Hildebrando Sora Cárdenas y los demás herederos 

indeterminados del finado Luis Alonso Sora Aristizábal, fueron notificados por 

medio de curador ad litem (fol. 105, c.1), quien no presentó ningún medio de 

defensa al respecto.  

 

2.3. En audiencia practicada el 17 de abril de 2017, el Juez 002 Civil del Circuito 

de Itagüí, ordenó integrar el contradictorio con Nelfi María Zora, Winton Ivar 

Zora, María Camila Chica Zora, Estefanía Jaramillo Sora y Jesica Sora Cañola, 

quienes guardaron silencio al respecto. 

 

3. SENTENCIA: En decisión de 11 de julio de 2018, el Juzgado 002 Civil del 

Circuito de Itagüí negó las pretensiones de la demanda, por cuanto la parte 

demandante no cumplió con la carga probatoria que amerita la pretensión de 

simulación.  
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En efecto, el funcionario judicial expuso que la parte demandante no aportó 

ninguna prueba que diera cuenta de los presupuestos de la simulación y refirió 

que, si bien los pretendientes sostuvieron que a partir de los indicios se deriva 

la prueba de la misma, lo cierto es que el vínculo de consanguinidad, por sí 

solo, no demuestra que el negocio haya sido simulado. Además, el juez 

descartó como prueba de la simulación, el simple hecho de que el negocio se 

haya llevado a cabo cuando se conoció que el vendedor tenía una enfermedad 

terminal, en tanto que al respecto no existe ningún elemento que respalde esa 

afirmación. Respecto al hecho de que el grupo familiar derivado del matrimonio 

de Luis Alonso Sora con Carlota Zuluaga haya demandado al otro grupo familiar 

que este conformó, el juez determinó que no constituye una situación que 

analizada separadamente sea indicativa de una simulación. Asimismo, el 

juzgador precisó que no hay prueba que dé cuenta de que el objeto de la 

compraventa objeto de litigio haya sido sacar el bien del patrimonio del finado 

Luis Alonso, por lo que tal afirmación queda únicamente en el plano 

especulativo, a lo que agregó que ni siquiera se acreditó la falta de capacidad 

económica de la compradora Diana Patricia Sora, quien, por el contrario, afirmó 

trabajar y haber pagado el inmueble, sin que los demandantes acreditaran lo 

contrario.  

 

Por tales motivos, el juez concluyó que en este evento no se acreditó que la 

intención de los contratantes era celebrar un negocio que no produjera efectos 

o encubrir otro diferente. 

 

4.  APELACIÓN: Inconforme con lo resuelto, la PARTE DEMANDANTE formuló 

el recurso de apelación. Como reparo a la sentencia expuso que el juez a quo 

erró en la valoración probatoria desplegada.  En efecto, la parte recurrente 

señaló que el juzgador de primera instancia se limitó a indicar que no existe 

elementos de prueba directa, sin tener en cuenta la prueba indiciaria de las 

circunstancias motivo de la pretensión. Adicionalmente, señaló que el juez no 

analizó que la parte demandada no dio cuenta del destino que se dio a los 

recursos de la venta ni del verdadero ingreso de estos. Además, tampoco tuvo 

en cuenta que en ningún momento se consignó las obligaciones originadas del 

contrato previo a la compraventa, lo cual constituye un elemento para 
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fundamentar el indicio, en que la acción de simulación, cuyo objeto es 

defraudar, se basa normalmente. 

 

5. ALEGATOS EN SEGUNDA INSTANCIA. 

 

5.1. La parte demandante, reiteró los argumentos expuestos ante el juez de 

primera instancia y señaló que en el presente asunto existe los siguientes 

indicios: Entre vendedor y compradora hay un vínculo de consanguinidad de 

padre e hija; el negocio se celebró cuando se tuvo conocimiento de que el 

vendedor padecía de una enfermedad terminal, pues este falleció 11 días 

después, lo cual da cuenta de la premura que tenía de sacar el bien del haber 

social y de la herencia; los demandantes integran un solo núcleo familiar, 

derivado de un matrimonio vigente al momento de celebrarse el acto 

impugnado; los demandados también integran otro núcleo familiar cuya 

progenitora Guillermina Cárdenas, no tuvo una relación ni siquiera de unión 

marital de hecho con el causante Luis Alonso Sora, por no reunir los requisitos 

legales; y finalmente, expuso que el valor que se asignó al acto notarial no es 

real y que los demandados no acreditaron haber cubierto el precio del bien, ni 

quién lo recibió o dónde lo depositaron, pese a que la demandada compradora 

sí tenía la capacidad para haber adquirido el inmueble. 

 

5.2.  La parte demandada, por su parte, solicitó que el recurso de alzada sea 

declarado desierto por falta de sustentación, ya que la parte demandante 

desatendió la carga procesal de esgrimir los motivos por los cuales la sentencia 

de primer grado era cuestionada. Adicionalmente, señaló que la parte 

demandante no cumplió con la carga probatoria que le incumbía para que la 

pretensión de simulación prosperara y que todo quedó en simples 

afirmaciones. Al respecto, expuso que en el proceso no hubo dictamen para 

justipreciar el bien objeto de litigio, por cuanto la parte demandante desistió 

del mismo, a lo cual se añade que la prueba testimonial solicitada por esta, no 

fue decretada.  

 

CONSIDERACIONES 

 

1. PROBLEMA JURÍDICO: En atención al recurso interpuesto -el cual fue 

debidamente sustentado en los términos del artículo 322 del Código General 
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del Proceso, en consonancia con lo reglado en el artículo 14 del Decreto 806 

de 2020 (vigente en ese momento), y debido a que la parte apelante desarrolló 

los argumentos expuestos en los reparos concretos-, a esta Sala corresponde 

definir, conforme a la competencia restringida prevista en el artículo 328 del 

Código General del Proceso, si la parte demandante tiene razón al señalar que 

la decisión de primera instancia debe ser revocada, en tanto que una debida 

valoración de las pruebas obrantes en el proceso, particularmente de los 

indicios, permite concluir, diferente a lo expuesto por el juez a quo, que el 

contrato de compraventa contenido en la escritura pública 1.511 de 27 de 

agosto de 2014, fue simulado en forma absoluta. 

 

2. MARCO NORMATIVO Y DE PRECEDENTES JUDICIALES PARA LA DECISIÓN 

DEL CASO EN CONCRETO. 

 

2.1. Sobre la acción de simulación, la Corte Suprema de Justicia, en sentencia 

SC837 de 19 de marzo de 2019, refirió lo siguiente: 

 

“La Corte a partir del artículo 1766 del Código Civil, desarrolló la teoría 

de la «simulación de los contratos» en virtud de la cual, quien se vea 

seriamente lesionado con el negocio aparente, tiene acción para que 

salga a la luz su genuino alcance, con el fin de que desaparezca la 

fachada que impide hacer efectivos los derechos del afectado, siendo un 

medio tendiente a que se revele la esencia de lo que resulta ajeno a la 

realidad, ya sea por mera suposición o por desfiguración y prevalezca la 

verdad. 

 

Así se recordó en CSJ SC9072-2014 al precisar que 

 

[l]o usual en los contratos escritos es que lo consignado en ellos 

corresponda al querer de los pactantes, sirviendo como un registro de 

los deberes y derechos recíprocos convenidos, a más de un medio 

idóneo para hacerlos valer (…) No obstante lo anterior, casos hay en 

que las estipulaciones expresadas disfrazan la voluntad de los 

intervinientes. Es así como la Corte ha desarrollado la figura de la 

simulación, con base en el artículo 1766 del Código Civil, diferenciándola 

en dos clases: De un lado la relativa, que sucede cuando a un acuerdo 

se le da un aspecto contrario al real, por ejemplo si se hace pasar por 

una venta lo que es una donación. Por otra parte la absoluta, en el 

evento de que no exista ningún ánimo obligacional entre los actores, 
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verbi gratia si se aparenta una insolvencia para afrontar reveses 

económicos”. 

 

De acuerdo con la jurisprudencia, la configuración de la simulación requiere de 

los siguientes requisitos: “(i) la divulgación de un querer aparente, que oculta 

las reales condiciones del negocio jurídico o la decisión de no celebrar uno; (ii) 

un acuerdo entre todos los partícipes de la operación para simular; y (iii) la 

afectación a los intereses de los intervinientes o de terceros” (SC2582, 27 jul. 

2020, rad. n.° 2008-00133-01) (SC2929 de 14 de julio de 2021). 

 

2.2. En cuanto a la prueba de la simulación, la Corte Suprema de Justicia, en 

sentencia SC12469 de 06 de septiembre de 2016, refirió: 

 

“4.1. Es conocido que, en tratándose del fingimiento de un contrato, sus 

celebrantes procuran, por todos los medios, ocultar que el mismo es 

aparente y, correlativamente, brindarle al negocio que exteriorizaron, 

visos de certeza y legalidad.  

 

Por eso, bien difícil es la tarea que recae en quien pretende demostrar 

la simulación de una convención, más si se trata de un tercero a ella, en 

tanto que debe enfrentar y sobrepasar el hecho de que sus autores 

hubiesen borrado toda huella o vestigio de la maniobra que realizaron. 

 

Ese estado de cosas, que es el que por regla general se presenta, deja 

al descubierto la importancia que en estos casos tiene la prueba 

indiciaria, porque ante la dificultad de comprobar directamente la 

irrealidad del correspondiente negocio jurídico, ella le brinda al 

interesado en su demostración la posibilidad de acreditar ese hecho a 

partir de unos distintos, de los cuales el sentenciador, mediante la 

realización de un proceso mental lógico, fincado esencialmente en el 

sentido común y en las reglas de la experiencia, puede deducir el 

fingimiento. 

 

Son, por lo tanto, componentes de todo indicio, por una parte, el hecho 

indicador, que es el que debe acreditarse en el proceso; y, por otra, la 

inferencia de un hecho distinto (indicado), que realiza el juzgador 

partiendo de aquél que le fue comprobado (…)” 
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Puntualmente, sobre la prueba indiciaria en la simulación, esa Corporación en 

sentencia SC7274 de 10 de junio de 2015, expuso:  

 

“La simulación -expresó FERRARA-, como divergencia psicológica que es 

de la intención de los declarantes, se substrae a una prueba directa, y 

más bien se induce, se infiere del ambiente en que ha nacido el contrato, 

de las relaciones entre las partes, del contenido de aquél y 

circunstancias que lo acompañan. La prueba de la simulación es 

indirecta, de indicios, de conjeturas (per coniecturas, signa et urgentes 

suspiciones) y es la que verdaderamente hiere a fondo la simulación, 

porque la combate en el mismo terreno». 

 

1.3. En ese orden, es la prueba indiciaria, sin lugar a dudas, uno de los 

medios más valiosos para descubrir la irrealidad del acto simulado y la 

verdadera intención de los negociantes, del cual el artículo 248 de la 

normatividad adjetiva estatuye que «para que un hecho pueda 

considerarse como indicio, deberá estar debidamente probado en el 

proceso» y por su parte el 250 de la misma obra señala que su 

apreciación debe hacerse en conjunto, teniendo en consideración su 

«gravedad, concordancia y convergencia y su relación con las demás 

pruebas que obren en el proceso».  

 

Así las cosas, es a través de la inferencia indiciaria como el sentenciador 

puede, a partir de hechos debidamente comprobados y valorados como 

signos, arribar a conclusiones que no podrían jamás revelarse de no ser 

por la mediación del razonamiento deductivo. De ahí que a este tipo de 

prueba se le llame también circunstancial o indirecta, pues el juez no 

tiene ningún contacto sensible (empírico) con el hecho desconocido, 

pero sí con otros que únicamente el entendimiento humano puede ligar 

con el primero. 

 

Son entonces los testimonios, declaraciones, confesiones, documentos, 

o cualquier otro tipo de prueba directa, valorados en conjunto, los que 

permitirán arribar -por medio de la inferencia indiciaria- al hecho 

desconocido pero cognoscible que quedó en la estricta intimidad de los 

contrayentes por su propia voluntad. 

 

1.4. Una antigua regla de la experiencia -perfectamente válida en la 

actualidad- señala que para demostrar la simulación es preciso poner de 

relieve, en primer lugar, la causa simulandi. El punto de partida está 
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dado por el motivo de la simulación, lo cual no es más que el interés 

serio e importante que condujo a las partes a realizar el negocio 

disfrazado. Por lo general se simula para sustraerse al cumplimiento de 

una obligación, evadir una disposición legal, guardar o aparentar una 

posición social o económica, etc., independientemente de que el fin sea 

lícito o no. Y como quiera que esa causa hace parte del fuero interno de 

los individuos, es solo por medio de sus manifestaciones externas o 

declaraciones de voluntad que logra inferirse el motivo que indujo a 

fingir el negocio (…)”. 

 

3. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO. En esta ocasión, la Sala advierte de 

entrada que la decisión de primera instancia debe ser confirmada, en tanto que 

la parte demandante no cumplió con la carga probatoria de acreditar la 

simulación pretendida respecto al contrato de compraventa celebrado entre el 

finado Luis Alonso Sora Aristizábal -vendedor- y Diana Patricia Sora Cárdenas 

-compradora- contenido en la escritura pública 1.511 de 27 de agosto de 2014. 

En efecto, como bien lo advirtió el juzgador de primera instancia, la parte 

demandante, a quien correspondía la carga de la prueba en los términos del 

artículo 167 del Código General del Proceso, apenas aportó al proceso la 

escritura pública que contiene el negocio cuestionado, así como los respectivos 

registros civiles que acreditan la condición en que las partes actúan, sin hacer 

un mínimo esfuerzo probatorio, pues desistió de la prueba pericial que tenía 

por objeto identificar el valor real del inmueble objeto de la compraventa 

atacada; además, la prueba testimonial solicitada por aquella, no fue 

decretada, por cuanto no se ajustaba a las formalidades legales. 

 

En ese orden, si como los demandantes sostienen, el predio jamás salió del 

patrimonio del vendedor, porque la venta fue inexistente ya que tenía por 

objeto defraudar la sociedad conyugal y la herencia derivada de ese vínculo 

matrimonial, entonces la prueba que lograra desvirtuar el acto simulado sería 

aquella que tuviera la potencialidad de revelar la verdadera intención que 

tuvieron los contratantes, lo cual no aconteció, conforme se pasa a exponer.  

  

3.1. En efecto, como motivo de inconformidad, la parte recurrente, advirtió que 

el juzgador de primera instancia se limitó a indicar que no existe elementos de 

prueba directa, sin tener en cuenta la prueba indiciaria de las circunstancias 

que motivan la pretensión simulatoria. En ese orden, señaló que en el presente 
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evento fueron acreditados indicios que dan cuenta de la simulación del negocio 

impugnado, tales como el vínculo de consanguinidad entre el vendedor y la 

compradora; que el negocio se haya celebrado cuando se tuvo conocimiento 

de que el vendedor padecía de una enfermedad terminal, pues este falleció 11 

días después, lo cual da cuenta de la premura que este tenía de sacar el bien 

del haber social y de la herencia; que los demandantes integran un solo núcleo 

familiar, derivado de un matrimonio vigente al momento de celebrarse el acto 

impugnado y que los demandados también integran otro núcleo familiar, cuya 

progenitora Guillermina Cárdenas, no tuvo una relación ni siquiera de unión 

marital de hecho con el causante Luis Alonso Sora, por no reunir los requisitos 

legales; y finalmente, que el valor que se le asignó al acto notarial no es real y 

que los demandados no acreditaron haber cubierto el precio del bien, ni quién 

lo recibió o dónde lo depositaron, pese a que la demandada compradora sí 

tenía la capacidad para haber adquirido el inmueble. 

  

3.2. Al respecto, la Sala encuentra desacertada la súplica de la parte 

recurrente, en tanto que, esta, al afirmar la existencia de tales indicios, 

desconoce la forma en que dicha figura probatoria opera, ya que, para la 

configuración de un indicio, es necesario que, a partir de la certeza de un hecho 

conocido, se deduzca uno desconocido. Al efecto, el artículo 240 del Código 

General del Proceso, preceptúa que “Para que un hecho pueda considerarse 

como indicio deberá estar debidamente probado en el proceso”. En este 

asunto, la parte demandante no acreditó algunos de los hechos afirmados, los 

cuales son presupuesto para la demostración de los hechos desconocidos (que 

llevan a la acreditación del acuerdo interno de simulación). En efecto, la parte 

demandante, en los reparos alusivos a la falta de valoración de la prueba 

indiciaria por parte del juez, desconoce la aplicación de la misma, la cual es de 

gran utilidad en los procesos judiciales en los que se pretende la simulación de 

un acto o negocio, ya que a partir de la acreditación  o prueba de 

determinados hechos, puede inferirse la irrealidad del negocio celebrado, 

para llegar así al convencimiento de que el acuerdo que se exteriorizó no era 

un reflejo fiel de la voluntad de los contratantes. 

 

En este orden, siguiendo los reparos que aquí fueron sustentados, de cara a 

los elementos obrantes en el expediente, el Tribunal advierte lo siguiente: 
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(i) En el expediente está probado que entre el finado Luis Alonso Sora 

Aristizábal -en la condición de vendedor- y Diana Patricia Sora Cárdenas -en la 

condición de compradora- existía una relación de parentesco (padre e hija 

respectivamente), lo cual, en principio, es expresión de la “coniunctio sanguinis 

et affectio contrahentium” (relación familiar entre los contratantes), pues es 

lógico que para tramar la simulación se elija a una persona de confianza y no 

a un extraño. No obstante, tal circunstancia por sí sola, no puede interpretarse 

de manera aislada para derruir la seriedad de los negocios jurídicos, pues como 

bien lo ha precisado la jurisprudencia, tal situación no debe ser analizada de 

manera separada y desprovista de cualquier otro soporte probatorio, lo cual 

tampoco es óbice para que su valoración de manera conjunta con los demás 

elementos probatorios permita confrontar que la voluntad de los contratantes 

no correspondía realmente a la expresada en la escritura pública. 

 

En este punto, se advierte que si bien la parte demandante refiere que en este 

escenario también constituye un indicio de la simulación el hecho de que los 

demandantes pertenezcan a un núcleo familiar derivado del matrimonio 

vigente del vendedor y que los demandados constituyan otro núcleo familiar 

derivado de una relación extramatrimonial del mismo vendedor, no formalizada 

mediante unión marital de hecho, lo cierto es que ha de arribarse a la misma 

conclusión, por lo que tal situación, es una consecuencia lógica de ese tipo de 

negocios, en los que el supuesto simulador le vendió el bien a un hijo 

extramatrimonial, que por contera afecta a un hijo matrimonial, por lo que tal 

punto, deberá analizarse conjuntamente con los demás elementos probatorios.  

 

(ii) Adicionalmente, la parte demandante, afirmó que el negocio de la 

compraventa se celebró cuando se tuvo conocimiento de que el vendedor 

padecía una enfermedad terminal, pues este falleció 11 días después de 

suscrita la escritura pública de venta, lo cual da cuenta de la premura que este 

tenía de sacar el bien del haber social y de la herencia. No obstante, tal hecho 

se contrae a una mera afirmación de la parte demandante, que no supera el 

plano especulativo, en tanto no se encuentra acreditado. Al proceso no se 

allegó la historia clínica que diera cuenta de la situación de salud del vendedor 

Luis Alonso Sora y si bien la demandada Diana Patricia Sora -compradora- al 

absolver el interrogatorio expuso que el vendedor fue diagnosticado con 

cáncer, lo cierto es que esta afirmó no saber cuál era la dimensión o estado de 
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tal enfermedad para ese momento, en tanto no se sabía cuánto llevaba con 

ella o cuánto le faltaba de vida, ya que apenas se encontraba en estudio (Audio 

1, min: 42 y s.s.).  

  

Por otra parte, la falta de prueba del motivo de la simulación -afirmada como 

la premura de defraudar la sociedad conyugal y la herencia-, la corrobora los 

interrogatorios absueltos por los propios demandantes, quienes conocían poco 

sobre la causa de la misma simulación pretendida, ya que, al unísono, se 

limitaron a indicar, en síntesis, que consideran la simulación, porque se hizo 

cuando Luis Alonso Sora estaba enfermo, prácticamente antes de morirse (esto 

lo advirtieron brevemente las demandantes Carlota Lilia Zuluaga de Sora, Elcy 

Amparo Zora y María Cened Zora, sin ofrecer explicación al respecto). En este 

punto, cabe anotar que, si bien la propia parte no puede crear su propia 

prueba, lo cierto es que el juzgador tampoco puede pasar por alto el 

desconocimiento que estos revelaron acerca del motivo por el cual iniciaron el 

proceso planteado, pues en ningún momento, las respuestas dadas en el 

interrogatorio de parte a los demandantes, insinuó siquiera cómo se tejió el 

negocio atacado o cuáles fueron las razones por las que afirman que el negocio 

de compraventa contenido en la escritura pública 1.511 de 27 de agosto de 

2014 no obedece a la realidad. 

 

A ello, se suma la ausencia de testigos por parte de la demandante, que bien 

pudieron dar detalles sobre las condiciones que rodearon la negociación o de 

otros elementos externos al negocio que han sido desarrollados 

jurisprudencialmente como indicios que permiten acreditar los cimientos de la 

simulación. Por lo tanto, la Sala advierte, que la afirmación de que Luis Alonso 

Sora padecía una enfermedad terminal y que por ese motivo apresuró la venta 

en forma simulada, no es suficiente por sí sola para acreditar la falta de 

sinceridad del negocio jurídico. En efecto, no se cuenta con un hecho cierto o 

probado, que permita inferir la conclusión afirmada por los demandantes. 

 

Cabe reiterar, conforme con la jurisprudencia citada, que “Son entonces los 

testimonios, declaraciones, confesiones, documentos, o cualquier otro tipo de 

prueba directa, valorados en conjunto, los que permitirán arribar -por medio 
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de la inferencia indiciaria- al hecho desconocido pero cognoscible que quedó 

en la estricta intimidad de los contrayentes por su propia voluntad”1. 

 

(iii) De otro lado, la parte apelante expuso que también quedó acreditado que 

el valor que se le asignó al acto notarial contentivo del contrato de venta no es 

real y que los demandados no acreditaron haber pagado el precio del bien, ni 

quién lo recibió o dónde lo depositaron, pese a que la demandada compradora 

sí tenía la capacidad para haber adquirido el inmueble. Al respecto, cabe 

precisar lo siguiente:  

 

En primer lugar, la parte demandante, quien tenía la carga de acreditar el valor 

real del inmueble para demostrar así que el precio pactado en la escritura 

pública no obedecía a la realidad y además era irrisorio o exiguo y así derivar 

de allí un indicio de la simulación, desistió de la prueba pericial que tenía por 

objeto justipreciar el respectivo bien. Contrario a ello, la demandada Diana 

Patricia Sora -compradora- en la contestación de la demanda y en el 

interrogatorio absuelto, afirmó que el precio real del inmueble fue pactado en 

la suma de $190’000.000°° y que en la escritura de venta se fijó el precio en 

la suma de $112’393.292°° (fol. 11) por razones de índole fiscal, esto es, para 

evitar el pago alto de impuestos, conforme acontece con frecuencia en la 

realidad (Audio 1, hora 1, min. 4 y s.s.).  

 

Sobre ese punto en particular, esto es, en cuanto al efecto de pactar en la 

escritura de venta un valor menor al real del negocio, cabe anotar, como lo 

dice el maestro Luis Muñoz Sabaté, que “La logicidad de este indicio descansa 

sin embargo en un supuesto harto ambivalente, pues ya para empezar, la 

máxima de experiencia nos enseña que no es sólo en los negocios simulados 

donde se aparentan precios bajos, sino que en los propios negocios serios y 

reales es costumbre generalizada el introducir un pequeño elemento simulado 

cual es precisamente el precio de la convención. Esta experiencia, nos muestra 

asimismo el motivo crucial de tamañas simulaciones, que no es otro que el 

fiscal.  

 

(…) Adviértase que, bajo esta perspectiva, los motivos fiscales dejarían 

prácticamente de poseer una mera categoría afirmativa, al servicio del 

                                                           
1 CSJ, sentencia SC7274 de 10 de junio de 2015 
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simulador, para convertirse, en cambio, en un dato carente absolutamente de 

significancia, es decir, un dato al que ni un litigante ni el otro habrían de prestar 

ninguna atención por cuando se asumiría como común a todos los tipos de 

negocio jurídico”.2 

 

En efecto, en este evento no se acreditó el real valor comercial del bien para 

el momento de la venta y, además, el importe afirmado por la demandada 

Diana Patricia Sora como valor real del negocio, no fue desvirtuado por los 

demandantes, por lo que evidentemente no está acreditado que el precio 

pactado haya sido irrisorio, máxime que no fue pactado por menos de la mitad 

del precio afirmado por la compradora, por lo que en ese sentido no se 

configura el mencionado indicio de la simulación.  

 

En segundo lugar, en cuanto a la realidad del pago, en el expediente apenas 

obra la afirmación de la demandada Diana Patricia Sora, quien aseveró haber 

pagado el monto de $190’000.000°° por cuotas, en forma anticipada y que, 

debido a la confianza y a la costumbre de negocios efectuados por el finado, 

no se hizo contrato de promesa y todo se hizo de manera verbal. Expuso que 

el primer abono lo hizo mediante la compensación de un crédito que hizo a su 

nombre pero que en realidad era para su padre en el Banco Caja Social, pero 

que este no pagó y tuvo que asumirlo ella, por la suma de $32’000.000 (fol. 

64) y que el resto lo pagó en cuotas de a $10’000.000 (en la medida de sus 

posibilidades), con dinero que obtuvo de la venta de dos taxis que eran de su 

propiedad (al respecto se acreditó que ostentó los títulos de propiedad, ver 

folios 45 a 49), justificando así su capacidad económica (a lo cual se agrega 

que la demandante ostenta la propiedad de un establecimiento de comercio de 

servicios de estética -fol. 54-, así como un punto de comidas rápidas -fol. 69-, 

lo cual fue acreditado documentalmente), capacidad económica que apenas 

vino a aceptar la parte demandante en el escrito de sustentación de la alzada. 

Ahora, si bien la parte demandante no indagó sobre los destinos que el finado 

Luis Alonso Sora daba a los dineros que recibía debido al contrato de venta en 

mención, lo cierto es que la demandada, en el interrogatorio absuelto, sugirió 

que Luis Alonso Sora, mantenía mucho gasto en los negocios de camiones y 

entonces ella le entregaba dinero a él para esos gastos, muchas veces a 

                                                           
2 La prueba de la Simulación. Tercera Edición. Bogotá. Temis. 2011. Págs. 178-179. 
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petición de él y que también le entregaba dinero a la señora Guillermina 

Cárdenas, cuando aquel lo autorizaba. 

 

3.3. Básicamente, a lo expuesto se redujo el debate probatorio, por lo que, al 

respecto, cabe advertir que, para ordenar esta secuencia de hechos afirmados, 

es necesario partir de que se trata simplemente de relatos contrapuestos de 

las partes, uno tendiente a demostrar un concierto simulatorio absoluto, y el 

otro la seriedad y realidad del negocio. Empero, las explicaciones brindadas 

por cada extremo, además de inconclusas, están plagadas de vacíos, lo que 

impide que pueda arribarse a una conclusión sobre la ausencia total, o no, de 

voluntad para obligarse y celebrar un negocio real, lo que debe conducir a 

denegar la pretensión de simulación, en aplicación del principio de 

conservación del negocio jurídico. 

 

Al respecto, cabe anotar que la Corte Suprema de Justicia, en la sentencia 

SC837 de 2019, fue clara en señalar que “(…) Para satisfacer la carga 

probatoria en esta clase de asuntos, por lo general se acude a la prueba 

indiciaria, según la cual a partir de la existencia de un hecho conocido se 

deduce uno desconocido y como lo tiene explicado la Corte, ésta debe ser 

“completa, segura, plena y convincente”, porque “de no, incluso en 

caso de duda, debe estarse a la sinceridad que se presume en los 

negocios” (SC 11 jun. 1991 -CCVIII-437-), así mismo, para que los indicios 

puedan recibirse como prueba en un caso concreto, deben salir “avante frente 

a pruebas infirmantes o contraindicios” (SC 111 de 15 oct. 2003)”. 

 

4. Así las cosas, sin necesidad de ahondar en aspectos adicionales, al no 

haberse acreditado los elementos que configuran la simulación, se impone 

confirmar la sentencia de primera instancia y condenar en costas de esta 

instancia a la parte demandante. Como agencias en derecho, se fijará por la 

magistrada ponente la suma de $2’000.000°°, equivalente a 2 SMLMV.  

 

DECISIÓN 

 

Por lo expuesto la Sala Segunda de Decisión Civil del Tribunal Superior de 

Medellín administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley, RESUELVE: 
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PRIMERO. Confirmar la sentencia proferida el 11 de julio de 2018 por el 

Juzgado 002 Civil del Circuito de Itagüí. 

 

SEGUNDO: Las COSTAS de esta instancia se imponen a la parte demandante 

y a favor de la parte demandada. Como agencias en derecho se fija un valor 

de $2’000.000°°, que equivale a 2 SMLMV. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

Los magistrados,  

 

 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

 

 

 

RICARDO LEÓN CARVAJAL MARTÍNEZ 

 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 

 

 


